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ENPLEGUKO ETA GIZARTE DEPARTAMENTO DE EMPLEO
POLITIKETAKO SAILA Y POLITICAS SOCIALES





ORDEN DE 11 DE ABRIL DE 2019, DE LA CONSEJERA DE EMPLEO Y POLÍTICAS SOCIALES, POR LA QUE SE DA INICIO AL PROCEDIMIENTO PARA LA ELABORACIÓN DEL PROYECTO DE DECRETO SOBRE AYUDAS PARA LA CONCILIACIÓN DE LA VIDA FAMILIAR Y LABORAL.
La Ley 13/2008,  de 12 de diciembre, de Apoyo a las Familias (en adelante Ley 13/2008, de 12 de diciembre), tiene por objeto establecer el marco y las bases para una política familiar integral, orientada a la mejora del bienestar y de la calidad de vida de la familia y de sus miembros. Y, asimismo, dispone que la finalidad del citado texto normativo es la protección, atención y apoyo a las familias, mediante la ordenación, en un conjunto coherente, de las diversas medidas vigentes en el ámbito autonómico a favor de éstas, así como la regulación de nuevas medidas de apoyo.

En coherencia con lo anterior, la citada ley establece que la política familiar de la Comunidad Autónoma de Euskadi y el conjunto de medidas articuladas en su marco perseguirán, entre otros objetivos, promover y proteger los derechos de todos los tipos de familia y contribuir a la mejora de su nivel de bienestar; contribuir a la progresiva eliminación o reducción de los obstáculos que dificultan que las personas puedan iniciar su proyecto familiar y tener el número de hijos e hijas deseado; facilitar la conciliación de las responsabilidades familiares y laborales, así como la incorporación de la mujer en el mercado de trabajo y el desarrollo de su carrera profesional; y, contribuir al afianzamiento de la corresponsabilidad de hombres y mujeres en el ámbito familiar, en particular en el cuidado y educación de los hijos e hijas menores de edad y en la atención a las personas que se encuentren en situación de dependencia.

Siendo esto así, la ley se fija como uno de sus principales objetivos impulsar la consolidación de un modelo de familia en el que se consideran requisitos irrenunciables la autonomía y el respeto entre todos sus integrantes y la igualdad de ambos miembros de la  pareja, que comparten y disponen de las mismas oportunidades de realización profesional. Esta necesaria transformación de la familia conlleva la necesidad de conciliar la vida personal, familiar y laboral, y para facilitar dicha conciliación, la Ley 13/2008, de 12 de diciembre, promueve la extensión y consolidación de recursos y servicios de apoyo y establece una serie de ayudas económicas directas para quienes vean disminuidos sus ingresos por acogerse a las medidas de conciliación establecidas en el Estatuto de los Trabajadores o en otras leyes, convenios colectivos o acuerdos individuales, a fin de facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral en las familias.
El IV Plan Interinstitucional de Apoyo a las Familias (en adelante, IV Plan de Apoyo a las Familias) aprobado por el Consejo de Gobierno en junio de 2018, señala como objetivo que los padres y las madres puedan dedicar a sus hijos e hijas todo el tiempo necesario, fomentando una organización del tiempo social más adecuada de cara a las necesidades de las familias y a favorecer una organización social corresponsable, y estableciendo como medida la reorientación de las actuales ayudas a personas trabajadoras que se encuentren en situación de excedencia laboral y reducciones de jornada para el cuidado de hijos e hijas, familiares en situación de dependencia y extrema gravedad sanitaria.

Para ello, el IV Plan de Apoyo a las Familias contempla la introducción de una nueva línea de ayudas a personas trabajadoras en situación de excedencia laboral a fin de equiparar los períodos de las prestaciones contributivas por nacimiento y cuidado disfrutados por las personas progenitoras en los doce meses posteriores al nacimiento, no coincidente en el tiempo con el permiso del otro coprogenitor y subvencionado en una cuantía equivalente al 100% de la base de cotización. 

Asímismo, el IV Plan de Apoyo a las Familias prevé varias modificaciones en las líneas de ayudas reguladas en el Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral para otorgar una mayor protección a las familias que se encuentran en situación de especial vulnerabilidad y mejorar el modelo de prestaciones.

Todos estos cambios han determinado la necesidad de un nuevo decreto de ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral.

A estos efectos, mediante la presente Orden se dispone el inicio del procedimiento administrativo necesario para la elaboración del Decreto por el que se regulan las ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral, debiéndose realizar los análisis y trámites que resulten necesarios.

Por todo lo anteriormente expuesto,

I.– Objeto y competencia para ordenar la iniciación del procedimiento.

El objeto de la presente Orden es ordenar el inicio del procedimiento para la elaboración del “proyecto de decreto sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral”. 

En cuanto a la competencia para ordenar la iniciación del procedimiento, la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general (en adelante Ley 8/2003, de 22 de diciembre), establece en su artículo 4.1 que este procedimiento de elaboración se iniciará por Orden del Consejero o Consejera titular del Departamento competente por razón de la materia sobre la que versen. Asimismo, el artículo 5.1 de la citada ley establece los requisitos y el contenido mínimo que debe reunir esta Orden de inicio.
Siendo esto así, y atendiendo a lo dispuesto en el artículo 8.1 del Decreto 24/2016, de 26 de diciembre, del Lehendakari, de creación, supresión y modificación de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación de los mismos corresponde al Departamento de Empleo y Políticas Sociales, entre otras funciones y áreas de actuación, la protección de la familia y la conciliación de la vida familiar y laboral, quedando encuadradas en dicho ámbito competencial las materias propias que constituyen el objeto del proyecto de Decreto.

En línea con lo anterior, el artículo 14 letra b) del Decreto 75/2017, de 11 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Empleo y Políticas Sociales (en adelante, Decreto 75/2017), establece que corresponde a la Dirección de Política Familiar y Diversidad, encuadrada en la Viceconsejería de Políticas Sociales, la elaboración de análisis y propuestas de normativa de desarrollo reglamentario, en el ámbito de las competencias del departamento, y de conformidad con la legislación autonómica relativa a las mismas, en materia de apoyo a las familias.
De otro lado, de conformidad con lo establecido en el artículo 4 del arriba citado Decreto 75/2017 corresponde al Consejero o a la Consejera de Empleo y Políticas Sociales el ejercicio de las competencias establecidas en los artículos 26 y 28 de la Ley 7/1981, de 30 de junio, sobre Ley de Gobierno (en adelante, Ley de Gobierno), y cuantas le atribuya la legislación vigente en el ámbito de las funciones y áreas de actuación asignadas al Departamento. 

En vista de todo ello, la Orden de inicio viene formulada por la Consejera de Empleo y Políticas Sociales.

II.- Finalidad del proyecto de Decreto.

En 2017 el informe de evaluación del III Plan Interinstitucional de Apoyo a las Familias en la CAPV, cuya vigencia se extendió entre los años 2011 y 2015, señaló la necesidad de mejorar el modelo de prestaciones para la conciliación de la vida laboral y familiar y otorgar una mayor protección a las familias que se encuentran en situación de especial vulnerabilidad.

En enero de 2018, el Gobierno Vasco, las Diputaciones Forales y Eudel suscribieron el Pacto Vasco por las Familias y la Infancia. El IV Plan Interinsitucional de Apoyo a las Familias constituye la principal herramienta de planificación para el despliegue y la materialización del Pacto Vasco por las Familias y por la Infancia.
El eje 2 del Plan de Apoyo a las Familias señala como objetivo que los padres y las madres puedan dedicar a sus hijos e hijas todo el tiempo necesario, fomentando una organización del tiempo social más adecuada de cara a las necesidades de las familias y favorecer una organización social corresponsable y se desarrolla en varias medidas:
· Medida 16: Mantener las ayudas a la conciliación de la vida laboral y familiar para el cuidado de familiares en situación de dependencia 

· Medida 17: Reorientar las actuales ayudas a personas trabajadoras que se encuentren en situación de excedencia laboral al objeto de garantizar la cobertura económica de las excedencias por paternidad.

· Medida 18: Reorientar las actuales ayudas a personas trabajadoras que se encuentren en situación de excedencia laboral al objeto de mejorar la cobertura económica de las excedencias para el cuidado de hijos/as en el caso de familias en situaciones de especial necesidad.

· Medida 19: Reorientar las actuales ayudas a personas trabajadoras que se encuentren en situación de reducción de la jornada de trabajo para mejorar la cobertura de las familias en situaciones de especial necesidad.

La norma que se redacte dará cumplimiento a las expresadas medidas del IV Plan de Apoyo a las Familias con el objetivo de que la Comunidad Autónoma del País Vasco se sitúe en la vanguardia de las sociedades europeas en el ámbito de los cuidados corresponsables y la consecución de los objetivos de igualdad.
En España, la duración del permiso retribuido por nacimiento y cuidado del progenitor gestante es de 16 semanas. Esta cifra se sitúa en la media de la Unión Europea, aunque es inferior a la de muchos países. 
La duración del permiso retribuido por nacimiento y cuidado del progenitor no gestante se ha ido ampliando progresivamente en los últimos años. Tradicionalmente, el padre sólo disponía de 2 días de permiso por nacimiento retribuido por la empresa. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres incluyó por primera vez el permiso de paternidad por nacimiento, adopción y acogida, retribuido por la Seguridad Social como medida de apoyo a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. Su duración era de 13 días, estando prevista una ampliación a 4 semanas en 2015, que no se hizo efectiva hasta el 1 de enero de 2017. El 5 de julio de 2018, el entonces denominado permiso de paternidad se amplió de cuatro a cinco semanas. 
En fechas muy recientes el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación (en adelante RD-ley 6/2019) modifica el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre y del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre contemplando un proceso transitorio de ampliación del permiso por nacimiento y cuidado para el progenitor no gestante que alcanzará el 1 de enero de 2021 la completa equiparación con el permiso de la madre biológica.

El proceso transitorio previsto es el siguiente:

· A partir de la entrada en vigor del RD-ley 6/2019, de 1 de marzo, el 1 de abril de 2019, el coprogenitor no gestante contará con un periodo de suspensión total de ocho semanas, de las cuales las dos primeras, deberá disfrutarlas de forma ininterrumpida inmediatamente tras el parto.
· A partir de 1 de enero de 2020, el coprogenitor no gestante contará con un periodo de suspensión total de doce semanas, de las cuales las cuatro primeras deberá disfrutarlas de forma ininterrumpida inmediatamente tras el parto.

· A partir de 1 de enero de 2021, cada coprogenitor disfrutará de igual periodo de suspensión del contrato de trabajo, incluyendo seis semanas de permiso obligatorio para cada uno de ellos.
El 3 de abril de 2019, la Diputación Permanente del Congreso ha convalidado el RD-ley 6/2019.
El régimen transitorio de equiparación de los permisos por nacimiento y cuidado introducido por el RD-ley 6/2019 ha generado una reflexión y adaptaciones en el desarrollo de la medida del IV Plan de Apoyo a las Familias que concede una ayuda a la excedencia laboral para equiparar los períodos de prestaciones por cuidado y nacimiento de las personas coprogenitoras, por ello, desde su entrada en vigor se aplicará a todos los hijos e hijas de los progenitores que puedan resultar beneficiarios de la ayuda.
La utilización del permiso de paternidad ha tenido una evolución creciente, en 2017, 10 años después de su puesta en marcha, la Seguridad Social tramitó un total de 13.917 procesos de maternidad y 13.627 de paternidad en Euskadi, cifras que llevan a la conclusión aparente de que hombres y mujeres se reparten por igual el tiempo de crianza.

La equiparación de los permisos de paternidad y maternidad es una demanda creciente en la sociedad. La igualación de ambos permisos no sólo incentivará que los padres se involucren plenamente en el ejercicio de su paternidad desde el principio, avanzando hacia un reparto más igualitario de las responsabilidades de cuidado,  sino que también contribuirá a reducir la discriminación a la que todavía se enfrentan las mujeres en lo que se refiere al acceso al mercado de trabajo y la permanencia y progresión en éste, discriminación que muy frecuentemente está asociada a la maternidad y a la percepción de las mujeres como principales cuidadoras por parte del

empleador. Esta medida enviará señales muy claras de que la crianza no es sólo cosa de mujeres y contribuirá a fomentar y normalizar la idea de que mujeres y hombres se ausentarán, en principio, durante el mismo tiempo de sus empleos cuando nazcan sus hijos e hijas. Equiparar el permiso de paternidad al de maternidad resulta crucial para dejar atrás el modelo de madre conciliadora-padre ayudante que aún predomina en la actualidad y consolidar el incipiente modelo familiar de dos sustentadores y dos cuidadores. 
La evidencia empírica reciente constata que los permisos remunerados para los hombres promueven su utilización. Si el permiso no es remunerado, su utilización por parte de los hombres se reduce drásticamente. Además, es clave que los permisos puedan ser disfrutados sucesivamente, ya que así el padre podrá dedicarse a la crianza en solitario y no como cuidador-ayudante, se contribuirá a paliar la desigualdad laboral de las mujeres y a reducir la brecha salarial de género, asociada en gran medida a una distribución poco equilibrada de los cuidados entre madres y padres.

Además, numerosos estudios internacionales muestran que los padres que se involucran en el cuidado de los hijos e hijas desde el inicio tienen una mayor implicación en las tareas domésticas y de cuidado infantil a medio y largo plazo. Además, toman conciencia de que un adecuado marco afectivo de su familia es un factor esencial de protección para sus hijos e hijas, tanto en la infancia como en la adolescencia.

Durante su primer desarrollo, en el orden afectivo, el niño y la niña necesitan una vinculación de apego sana con sus personas cuidadoras. Para ello, es preciso que cuenten con uno o dos adultos que le quieran, se identifiquen con él y le brinden respuestas sensibles y adecuadas a sus necesidades, dentro de un marco estable que actúe como medio protector. Así, el niño y la niña establecerá un apego seguro, imprescindible para su salud mental y su adecuado desarrollo personal y social. Un apego seguro es la mejor garantía para el desarrollo del bebé; se conforma en el curso de la vida diaria, cuando los cuidadores ejercen su papel de modo personalizado, interactuando con el niño y la niña en las numerosas ocasiones que ofrece la satisfacción de sus necesidades en la vida diaria. 

Estudios longitudinales han mostrado la relación de la patología mental en la edad adulta con tipos de apego infantil no seguros. 

Además, el texto que se va a elaborar pretende mejorar el modelo de prestaciones regulado por el Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral- y otorgar una mayor protección a las familias que se encuentran en situación de especial vulnerabilidad, para ello:
· La cuantía económica de las ayudas a las excedencias y reducciones de jornada para el cuidado de hijos e hijas, familiares dependientes y en situación de extrema gravedad sanitaria deberá incrementarse en un 30% en los supuestos de familias monoparentales, familias numerosas, unidades familiares con alguna persona miembro en situación de dependencia severa, gran dependencia o discapacidad igual o superior al 50% y en unidades familiares con alguna persona miembro víctima de violencia de género.

La medida supone atender la recomendación del Ararteko en su informe extraordinario relativo a las “Políticas de apoyo a las familias en Euskadi: Análisis y propuestas” (publicado en junio de 2014) en el que recomienda una mayor inversión pública para compensar los costes de las familias en situación de mayor desprotección o que tienen dificultades objetivas añadidas.

· En los supuestos en que la persona solicitante sea hombre, se aumentarán los tiempos máximos de disfrute de las ayudas a las excedencias y reducciones de jornada para el cuidado de hijos o hijas, familiares dependientes y en situación de extrema gravedad sanitaria.
La intención es incrementar el porcentaje de hombres que se acojan a una excedencia o reducción de jornada para el cuidado de sus hijos e hijas, familiares dependientes y en situación de extrema gravedad sanitaria, favoreciendo la corresponsabilidad en los hogares, potenciando que los padres-varones transmitan a sus hijos e hijas nuevas formas de ser padres y actúen como modelos de igualdad, fortaleciendo los vínculos afectivos que se generan en estas etapas tempranas entre padres e hijos e hijas … con todo ello, se quiere situar a Euskadi entre los cuatro primeros países europeos en los índices de igualdad de género.

Asimismo, se aprovecha la oportunidad que brinda la necesidad de elaborar un nuevo Decreto sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral para mejorar diversos aspectos del funcionamiento y gestión del programa de las ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral.
III.- Viabilidad jurídica y material.

El marco legal de la competencia que se ejercita deriva de lo dispuesto en el artículo 39 de la Constitución, que señala la obligación de los poderes públicos de asegurar “la protección social, económica y jurídica de la familia”, y en el artículo 9 de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía del País Vasco (en adelante, Estatuto de Autonomía del País Vasco), que establece que los poderes públicos vascos, en el ámbito de su competencia, “velarán y garantizarán el adecuado ejercicio de los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos, adoptaran las medidas necesarias para promover las condiciones y remover los obstáculos para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean efectivas y reales, y facilitarán la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social e impulsando particularmente una política tendente a la mejora de las condiciones de vida y trabajo”. 

Asimismo, encuentra su fundamento en el artículo 10.39 del Estatuto de Autonomía del País Vasco, que establece que la Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva en materia de “desarrollo comunitario, condición femenina y política infantil, juvenil y de la tercera edad.”
La Ley 13/2008, de 12 de diciembre en el capítulo II del Título II del citado texto, dedicado a las medidas de protección, atención y apoyo a las familias, regula las ayudas para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

En este sentido, y por lo que a las medidas de apoyo específicamente dirigidas a las familias se refiere, el artículo 11 no sólo define el objeto al que deben dirigirse las ayudas para facilitar la conciliación de la vida personal y familiar y la vida laboral, sino que también  establece  la  administración  competente  para  su  gestión,  al  señalar expresamente que: "Las ayudas económicas a las familias establecidas por el Gobierno Vasco para facilitar la conciliación de la vida personal y familiar y la vida laboral son ayudas destinadas a compensar, al menos parcialmente, la pérdida de ingresos originada por una excedencia laboral o una reducción de jornada de trabajo para el cuidado de los hijos e hijas menores de edad o de las personas en situación de dependencia, o a contribuir al pago de los gastos originados por la contratación de una persona para el cuidado, a domicilio, de los mencionados hijos o hijas o personas en situación de dependencia, …".

A continuación, el artículo 12 establece la tipología a la que deben obedecer las ayudas económicas que el Gobierno Vasco otorgue para facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, y que se concreta, por lo que respecta a las líneas de ayudas dirigidas a las familias que se gestionan por el Departamento de Empleo y Políticas Sociales, en las siguientes:

a) Ayudas económicas a personas trabajadoras en situación de excedencia o reducción de jornada para el cuidado de hijos e hijas menores de edad.

b) Ayudas económicas a personas trabajadoras en situación de excedencia o reducción de jornada para el cuidado de personas en situación de dependencia.

d) Ayudas para la contratación de cuidadores a domicilio para hijos e hijas.

e) Ayudas económicas a los empleadores para la contratación de personas sustitutas de los trabajadores o trabajadoras acogidas a las medidas de excedencia y reducción de jornada de trabajo para el cuidado de hijos e hijas menores de edad y para el cuidado de personas en situación de dependencia

Por su parte, el artículo 13 establece las criterios generales que han de tomarse en consideración para la concesión de las ayudas económicas a personas trabajadoras en situación de excedencia laboral o reducción de jornada de trabajo para el cuidado de hijos e hijas menores de edad o personas en situación de dependencia. El artículo 15 lo hace respecto de las ayudas económicas a la contratación de personas trabajadoras para el cuidado de hijos e hijas menores de edad y el artículo 16 se dedica a las ayudas económicas a las personas empleadoras para la contratación de personas sustitutas de los trabajadores o trabajadoras acogidas a las medidas de excedencia y reducción de jornada de trabajo para el cuidado de hijos e hijas menores de edad y para el cuidado de personas en situación de dependencia.
Actualmente, las arriba citadas ayudas se hayan reguladas en el Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral.

Asimismo, y tal y como se ha indicado en el artículo 1 de la presente Orden, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8.1 del Decreto 24/2016, de 26 de diciembre, del Lehendakari, de creación, supresión y modificación de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación de los mismos, corresponde al Departamento de Empleo y Políticas Sociales, entre otras funciones y áreas de actuación, la protección de la familia (conciliación de la vida laboral y familiar), siendo dentro del citado Departamento la Dirección de Política Familiar y Diversidad, encuadrada en la Viceconsejería de Políticas Sociales, la competente para la elaboración de propuestas de normativa de desarrollo reglamentario en materia de apoyo a las familias, en el ámbito de las competencias del departamento, y de conformidad con la legislación autonómica relativa a la misma.

IV.- Repercusiones en el ordenamiento jurídico.

La aprobación del texto supondrá la derogación del Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral, así como de su normativa de desarrollo, y que se concreta en la Orden de 1 de abril de 2015, del Consejero de Empleo y Políticas Sociales, por la que se aprue​ban los umbrales de renta familiar estandarizada, la cuantía y el porcentaje de las ayudas y las instancias normalizadas de solicitud de las ayudas previstas en los capítulos II, III y V del Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral.
V.- Incidencia en los presupuestos.

El proyectado Decreto sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral, sí tendrá incidencia económica en los presupuestos de la Comunidad Autónoma de País Vasco que será evaluada en la memoria específica.
VI.- Contenido del Decreto sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral.
El texto en el que se van a abordar las cuestiones planteadas ha de tener como objeto: 
· introducir una nueva línea de ayudas a la conciliación: ayudas a personas trabajadoras en situación de excedencia laboral a fin de equiparar los períodos de las prestaciones contributivas por nacimiento y cuidado de la persona menor de un año disfrutados por las personas progenitoras
· mejorar y ampliar las líneas de ayudas del Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral que se proyecta derogar
· y, realizar una serie de modificaciones que afectan el funcionamiento y gestión del programa de las ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral
La nueva línea de ayudas a la conciliación es la relativa a las ayudas a personas trabajadoras en situación de excedencia laboral a fin de equiparar los períodos de las prestaciones contributivas por nacimiento y cuidado de la persona menor de un año disfrutados por las personas progenitoras, la subvención consistirá en una ayuda por un importe equivalente al 100% de la base de cotización en el período de los doce meses posteriores al nacimiento y no debe coincidir con el permiso del otro coprogenitor. 

Serán posibles beneficiarios de esta ayuda las personas progenitoras de los hijos e hijas nacidos a partir de la entrada en vigor del proyectado decreto.

La medida pretende que ambas personas progenitoras puedan disfrutar de unos permisos por nacimiento y cuidado iguales en tiempo, remunerados, intransferibles y no coincidentes en el tiempo.
El personal al servicio del sector público vasco no será beneficiario de la excedencia para equiparar los tiempos de las prestaciones por nacimiento y cuidado ya que el anteproyecto de Ley de Empleo Público Vasco, actualmente en tramitación, prevé: a) un permiso por parto, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento con una duración de dieciséis semanas ininterrumpidas y b) un permiso por paternidad por el nacimiento, guarda con fines de adopción, acogimiento o adopción de una hija o un hijo, con una duración de dieciséis semanas.

	Así mismo, el personal funcionario, estatutario o laboral, al servicio de la Administración General del Estado, de sus Organismos o de sus Entidades públicas dependientes tampoco será beneficiario de la subvención que se pretende introducir ya que la  Resolución de 22 de noviembre de 2018, de la Secretaría de Estado de Función Pública, por la que se publican los acuerdos para la ampliación del permiso de paternidad a dieciséis semanas y para la aplicación de la bolsa de horas prevista en la Disposición Adicional centésima cuadragésima cuarta de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018 -Boletín Oficial del Estado el 5 de diciembre de 2018-  implanta de una forma progresiva la equiparación de los permisos de paternidad y maternidad, alcanzado las 16 semanas en 2021.




· En la actualidad, la prestación contributiva por nacimiento y cuidado de la persona progenitora gestante establecida en la normativa de la Seguridad Social consiste en un subsidio equivalente al 100% de la base de cotización correspondiente, que se reconoce a todas las personas trabajadoras que disfruten los periodos de descanso laboral legalmente establecidos en los supuestos de maternidad biológica, gestación por sustitución, adopción, acogimiento familiar y tutela. La duración del período de descanso es de 16 semanas ininterrumpidas, ampliable en caso de parto, adopción o acogimiento múltiple en 6 semanas por cada hijo.

En caso de parto, cuando ambas personas progenitoras trabajen, la madre, al iniciarse el período de descanso por maternidad, podrá optar por que el otro progenitor disfrute de una parte determinada e ininterrumpida del período de descanso posterior al parto, de forma simultánea o sucesiva con el de la madre. En Euskadi  en 2017 los procesos compartidos fueron el 5% de los casos: 668 procesos.
· La prestación contributiva por nacimiento y cuidado del progenitor no gestante establecida en la normativa de la Seguridad Social protege el derecho del trabajador a percibir un subsidio durante los días de suspensión del contrato de trabajo, o cese en la actividad, en caso de nacimiento de un hijo o hija, adopción o acogimiento.

La prestación económica consiste en un subsidio equivalente al 100% de la base de cotización que esté establecida para la prestación de incapacidad temporal por contingencias comunes.

A partir del 1 de abril de 2019 el período máximo de duración del subsidio será de  8 semanas, de las cuales las dos primeras, deberán ser disfrutadas de forma ininterrumpida inmediatamente tras el parto, ampliables en 2 días más por cada hijo a partir del segundo, en los supuestos de parto, adopción, acogimiento múltiples.
Como se ha indicado más arriba, el objetivo de la ayuda planteada es la equiparación de los períodos de los subsidios contributivos por nacimiento y cuidado que, en el ámbito de la Seguridad Social, hayan sido disfrutados por las personas progenitoras, por ello, a cada persona progenitora se le concede la ayuda por un período en excedencia que sumado al período de la prestación de la Seguridad Social que haya disfrutado alcance 16 semanas. 
Para determinar el tiempo máximo de disfrute de esta ayuda a la excedencia, será requisito que la persona beneficiaria haya agotado el derecho a la prestación contributiva por nacimiento y cuidado reconocida en el marco de la normativa de la Seguridad Social. 
Para el eficaz cumplimiento de los objetivos del programa ese período en excedencia no será transferible a la otra persona progenitora, ni podrá coincidir en el tiempo con la prestación por nacimiento y cuidado de la otra persona progenitora. 
Atendiendo a la previsión del artículo 13.2 segundo párrafo de la Ley 13/2008, de 12 de diciembre, las personas trabajadoras por cuenta propia podrán ser beneficiarias de esta ayuda siempre que contraten a una persona trabajadora a tiempo completo durante toda la duración de la actuación subvencionable. 

En el caso de personas socias de cooperativas comprendidas en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos que dispongan de un sistema intercooperativo de prestaciones sociales que complemente el Sistema Público cubriendo las contingencias por nacimiento y cuidado, el importe de la ayuda será la suma del 100% de las bases de cotización de la Seguridad Social y del referido sistema intercooperativo. En la Comunidad Autónoma del País Vasco ese colectivo de personas trabajadoras alcanza las 25.000 personas socios y socias. 

Respecto a las mejoras de las líneas de ayudas ya existente en el Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral se proyectarán las siguientes modificaciones:
a) En la línea de ayuda a las excedencias y reducciones de jornada por cuidado de hijos e hijas, familiares dependientes y en situación de extrema gravedad sanitaria se proyecta eliminar la exclusión relativa a las personas trabajadoras con relaciones laborales de ca​rácter especial incluidas en el apartado b) del artículo 2.1 del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, es decir, las personas trabajadoras empleadas de hogar. Se considera que dicha exclusión no está justificada y es inequitativa respecto al resto de personas trabajadoras por cuenta ajena.
b) En la línea de ayuda a las excedencias y reducciones de jornada por cuidado de hijos e hijas, familiares dependientes y en situación de extrema gravedad sanitaria se incluirá una excepción más a la posibilidad de discontinuidad de las actuaciones subvencionables: cuando la persona solicitante se acoge a un permiso sin sueldo.

La normativa reguladora actual exige como requisito de acceso a las ayudas que la persona solicitante haya disfrutado de una situación en excedencia o reducción de jornada de trabajo por un período continuado mínimo de 59 días naturales, dicho requisito se excepciona en supuestos de contratos fijos- discontinuos, expedientes de regulación de empleo, ejercicio de derecho de huelga y períodos de vacaciones escolares.

En muchas ocasiones, los permisos sin sueldo se combinan con reducciones de jornadas que pueden no alcanzar los 59 días continuados en actuación subvencionable, la excepción que se proyecta introducir flexibilizará las condiciones de acceso a las ayudas, de forma, que la actuación subvencional debe de alcanzar los 59 días pero no tiene por qué ser continuada si la interrupción se debe a una suspensión de contrato por un permiso sin sueldo.
c) Respecto a las ayudas a las excedencias y reducciones de jornada por cuidado de hijos e hijas en períodos de vacaciones, que como se ha indicado en la letra precedente, es una excepción a la exigencia de los 59 días continuados en actuación subvencionable, los 9 años que han transcurrido desde la entrada en vigor del Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral han evidenciado la necesidad de flexibilizar su funcionamiento.
d) En la línea de ayuda a las excedencias y reducciones de jornada por cuidado de hijos e hijas, familiares dependientes y en situación de extrema gravedad sanitaria, la documentación acreditativa de los requisitos de acceso a las ayudas para las personas socias trabajadoras o socias de trabajo de Sociedades Cooperativas que no coticen en el Régimen General de la Seguridad Social se deberá modificar adaptándola a su realidad específica.
e) En lo relativo a las ayudas para sustituir a personas trabajadoras acogidas a una excedencia o reducción de jornada de trabajo para el cuidado de hijos o de hijas o de fami​liares en situación de dependencia o extrema grave​dad sanitaria, la normativa abordará la duración máxima de la ayuda a efectos de que los periodos máximos a subvencionar lo sean por la sustitución de la excedencia o reducción de jornada disfrutada por una misma persona por cada sujeto causante, asimismo, este capítulo deberá contemplar la presentación de solicitudes, exclusivamente, de forma electrónica. 
f) En relación a las ayudas por la contratación de personas trabaja​doras para el cuidado de hijos o de hijas menores la normativa que se elaborará deberá  simplificar la gestión de las ayudas, adaptando la cuantía que se toma como referencia para el cálculo de la ayuda a la documentación e información que actualmente facilita la Seguridad Social.
VII.- Trámites e informes procedentes
Los trámites e informes que, en principio, se requieren para la elaboración y aprobación del proyecto de Decreto previsto son los siguientes: 

1.– De conformidad con lo dispuesto en el apartado primero (punto 1) del Acuerdo de Consejo de Gobierno de fecha 28 de diciembre de 2010, por el que se aprueban las instrucciones de tramitación en el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, la iniciativa normativa promovida se dará a conocer al resto de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco, así como a los operadores jurídicos del Gobierno,  mediante la inserción de la presente Orden de iniciación en el espacio colaborativo de conocimiento compartido LEGESAREA, y que se localiza en:  http://elkarlan.jakina/webguneak/legesarea.

2.– La redacción del texto del proyecto de Decreto se efectuará atendiendo al contenido de esta Orden, teniendo en cuenta las opciones que mejor se acomoden a los objetivos perseguidos y al resultado de las consultas que se estimen convenientes para garantizar el acierto y legalidad de la regulación prevista.

El Acuerdo de Consejo de Gobierno, adoptado en sesión celebrada en fecha 12 de diciembre de 2017, por el que se aprueban las instrucciones para la tramitación de las disposiciones normativas de carácter general (publicado en el BOPV número 238, de fecha 15 de diciembre de 2017), en particular, aquellas cuya iniciativa se promueva en el ámbito de la Administración General de la CAPV, determina el protocolo de actuación a seguir para la cumplimentación del trámite de consulta pública previsto en el artículo 133.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de procedimiento administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP). A tal efecto será preciso realizar las tres actuaciones siguientes:
· Publicación de un anuncio en el Tablón de Anuncios de la Sede Electrónica de la Administración Pública de la CAPV, invitando expresamente a la ciudadanía para que pueda pronunciarse acerca de la información que se expondrá sobre la necesidad y oportunidad de aprobar la norma, sus objetivos, los problemas que se pretenden solucionar y las posibles alternativas regulatorias y no regulatorias.

· Exposición de la misma información en –Legegunea- a la que deberán añadirse posteriormente las aportaciones recibidas.

· Traslado de la información publicada a la plataforma de gobierno abierto –Irekia.

3.- Por otro lado, el texto final de la iniciativa normativa que se someta a la aprobación previa de la Consejera de Empleo y Políticas Sociales habrá de ser redactado de forma bilingüe (en euskera y en castellano), en aplicación de lo dispuesto en el Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 14 de mayo de 2013, por el que se aprueban las medidas para la elaboración bilingüe de las disposiciones de carácter general que adopten la forma de ley, decreto legislativo, decreto u orden (que complementa la Ley 8/2003). 

A tal efecto, y a fin de garantizar la exactitud y equivalencia de la versión en euskera respecto de la versión en castellano, y viceversa, del texto que haya de ser sometido a la aprobación previa de la Consejera de Empleo y Políticas Sociales, la redacción de la versión en euskera será realizada por el Servicio Oficial de Traductores del Gobierno Vasco.

Redactado el texto final de la disposición, tanto en euskera como en castellano, y considerando que el proyecto de Decreto deberá ser remitido a la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, una vez tenga la aprobación previa por parte de la Consejera de Empleo y Políticas Sociales, el texto de la disposición aprobada con carácter previo se enviará, asimismo, al Parlamento Vasco, en aplicación del artículo 56.1 de la Ley de Gobierno –en la redacción dada por la Ley 8/2016, de 2 de junio, de modificación de la Ley 7/1981, de 30 de junio, de Gobierno–. 

A su vez, la Orden de aprobación previa, junto con el texto del proyecto de Decreto que se elabore, y al igual que esta Orden de iniciación, se hará pública en el espacio colaborativo de conocimiento compartido LEGESAREA mencionado.

4.– Figurará en el expediente un Informe de evaluación del impacto en función del género, realizado por el órgano responsable de la elaboración del proyecto de Decreto, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 18 a 20 de la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres; y, en concreto, conforme dispone el artículo 19 de la citada ley, en relación con la Resolución 40/2012, de 21 de agosto, de la Directora de la Secretaría del Gobierno y de Relaciones con el Parlamento, por la que se dispone la publicación del Acuerdo adoptado por el Consejo de Gobierno, en su sesión celebrada el día 21 de agosto de 2012,  «por el que se aprueban las Directrices sobre la realización de la evaluación previa del impacto en función del género (y sus anexos correspondientes) y la incorporación de medidas para eliminar desigualdades y promover la igualdad de mujeres y hombres» (publicada en el Boletín Oficial del País Vasco número 187, de fecha 25 de septiembre de 2012).

5.– En cumplimento de lo dispuesto en el artículo 6.1 de la Ley 16/2012, de 28 de junio, de Apoyo a las Personas Emprendedoras y a la Pequeña Empresa del País Vasco, se incorporará al expediente el Informe de evaluación del impacto en la constitución, puesta en marcha y funcionamiento de las empresas que implique el proyecto normativo.

6.– Una vez redactado el proyecto de Decreto en la forma indicada en el punto 2 anterior, y antes de evacuar los trámites de negociación, audiencia y participación y consulta que procedan, se someterá a la aprobación previa de la Consejera de Empleo y Políticas Sociales, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 8/2003.

La Orden de aprobación previa, junto con el proyecto normativo, se harán públicos en el espacio colaborativo de conocimiento compartido LEGESAREA (http://elkarlan.jakina/webguneak/legesarea), en virtud de lo dispuesto por el apartado primero (punto 2) del arriba citado Acuerdo de Consejo de Gobierno de fecha 28 de diciembre de 2010.

7.- en todo caso, se emitirá por la Asesoría Jurídica de la Dirección de Servicios del Departamento un informe jurídico en el que se analice su fundamento objetivo, la adecuación de su contenido a la Ley y al Derecho y la observancia de las directrices de técnica normativa, todo ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7.3 de la ley 8/2003, el art 4 de la Ley 7/2016, de 2 de junio, de Ordenación del Servicio Jurídico del Gobierno Vasco, y el artículo 8.1 párrafo h) del Decreto 75/2017, de 11 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Empleo y Políticas Sociales.

8.– Se realizarán los trámites de audiencia e información pública, y de participación y consulta a otras administraciones de la Comunidad Autónoma afectadas por el proyecto de Decreto, mediante la puesta en conocimiento del mismo a todos ellos, en aplicación de los artículos 8 y 9, respectivamente, de la Ley 8/2003.

De un lado, y dada la naturaleza de la disposición, el texto que se va a elaborar se someterá a información pública. A tal efecto, y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 8.4 de la Ley 8/2003, la información pública se efectuará, mediante la publicación de un Anuncio en el Boletín Oficial el País Vasco, durante un plazo de veinte días hábiles.

Asimismo, se dará audiencia y se remitirá el texto del proyecto de Decreto a la institución del Ararteko y al Observatorio Vasco de las Familias para que lo informen si lo estiman pertinente.
De otro lado, y con carácter simultáneo, se dará cumplimiento al trámite de participación y consulta previsto en el artículo 9 de la Ley 8/2003. En concreto, se dará traslado del proyecto de Decreto al Pleno del Consejo Vasco de Familia, órgano de carácter consultivo en el que están representados el Gobierno Vasco, las Diputaciones Forales, los Ayuntamientos, las diferentes organizaciones que representan o defienden los intereses de las familias, organizaciones sindicales y de representación empresarial, y las organizaciones de profesionales que trabajen en el ámbito de los servicios sociales, y a través del cual no sólo se articula la necesaria coordinación y colaboración de los tres niveles institucionales arriba citados, sino que también se hace efectiva la participación de entidades y personas ajenas al ámbito de las administraciones públicas.

De otro lado, respecto del trámite de participación y consulta previsto en el artículo 9 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, y en virtud de lo establecido en los apartados primero y segundo del citado artículo, no será necesario dar participación en el procedimiento de elaboración del proyecto de Decreto a la administración foral ni municipal, por estar representadas las mismas en el Pleno del Consejo Vasco de Familia, órgano éste que habrá de pronunciarse sobre el contenido de la norma proyectada, y no incidir la misma en competencias o en la actuación de las citadas administraciones foral y municipal, al afectar el texto que se va a elaborar a un programa subvencional, en el marco de las políticas de familia, dirigido a la conciliación de la vida familiar y laboral, que se gestiona por la administración autonómica (en concreto, por la Dirección de Política Familiar y Diversidad del Departamento de Empleo y Políticas Sociales del Gobierno Vasco), en cumplimento de lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 13/2008, de 12 de diciembre, relativo a las ayudas económicas a las familias y a los empleadores establecidas por el Gobierno Vasco para facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
7.– Se incorporará al expediente, junto con la presente Orden de iniciación y toda la documentación correspondiente, los estudios y consultas evacuadas, una Memoria sucinta de todo el procedimiento y una Memoria Económica, con el contenido que se señala en los artículos 10.2 y 10.3, respectivamente, de la Ley 8/2003, y a los efectos de la aprobación final por el Consejo de Gobierno del proyecto de Decreto en los términos que señala el artículo 12 de la referida ley.

8.– En la instrucción del procedimiento se recabarán, además de los ya indicados,  los siguientes informes preceptivos, en el momento y forma que determinen las disposiciones que regulan dichos trámites, con arreglo al vigente procedimiento de elaboración de disposiciones normativas, y, en concreto, los siguientes:
a) Informe de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3 letra d) de la Ley 2/1988, de 5 de febrero, sobre creación de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, y en el artículo 21 de la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la igualdad de Mujeres y Hombres.

b) Informe de la Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas, conforme a lo establecido en el párrafo l) del artículo 14 del Decreto 82/2017, de 11 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Cultura y Política Lingüística, en relación con el artículo 2.1 del Decreto 128/2007, de 31 de agosto, por el que se establece el régimen al que ha de ajustarse el trámite de evacuación de informe por el Departamento de Cultura en el marco del procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general.
c) Informe de la Dirección de Atención a la Ciudadanía e Innovación y Mejora de la Administración, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 del Decreto 71/2017, de 11 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Gobernanza Pública y Autogobierno.

d) Informe de la Dirección de Función Pública, con base a lo dispuesto en el artículo 6.1 de la Ley 6/1989, de 6 de julio, de la Función Pública Vasca, en relación con el artículo 17 a) del Decreto 71/2017, de 11 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Gobernanza Pública y Autogobierno.

e) Informe del Consejo Vasco de Familia, de conformidad con lo previsto en el artículo 4. a) del Decreto 53/2012, de 17 de abril, del Consejo Vasco de Familia.

f) Informe del Consejo Económico y Social Vasco, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.1 párrafo b) de la Ley 8/2012, de 17 de mayo, del Consejo Económico y Social Vasco/Euskadiko Ekonomia eta Gizarte Arazoetarako Batzordea.
g) Informe de control económico-normativo de la Oficina de Control Económico, en virtud de lo establecido en el artículo 10 del Decreto 168/2017, de 13 de junio, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Hacienda y Economía, en relación con el artículo 25 de la Ley 14/1994, de 30 de junio, de Control Económico y Contabilidad de la Comunidad Autónoma de Euskadi.
9.– Finalmente, el proyecto de Decreto habrá de ser sometido a dictamen de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.1 párrafo c) del Ley 9/2004, de 24 de noviembre, de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, en relación con lo dispuesto en la Disposición Final Primera de la Ley 3/2005.

En ese marco, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 56.2 de la Ley de Gobierno –en la redacción dada por la Ley 8/2016, de 2 de junio, de modificación de la Ley 7/1981, de 30 de junio, de Gobierno–, «la misma documentación que se envíe a la Comisión Jurídica Asesora se remitirá, al mismo tiempo, al Parlamento Vasco, a efectos de su conocimiento por parte de los grupos parlamentarios».

10.– La información de relevancia jurídica que se vaya generando en el transcurso del procedimiento para la elaboración del «proyecto de Decreto sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral» debe ser publicada en el espacio de Transparencia sito en la Aplicación informática «TRAMITAGUNE», en consonancia con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

VIII.- Elaboración del proyecto y su tramitación.

En virtud del artículo 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se declara la urgencia de la  tramitación normativa a la que da inicio la presente orden en base al interés público de las necesidades expuestas y a las que se pretende dar solución. Por ello, los plazos establecidos para el procedimiento ordinario se reducen a la mitad.

En el ámbito estatal, el RD-ley 6/2019, aprobado el 8 de marzo por el Consejo de Ministros, ha establecido una serie de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación.
En la Comunidad Autónoma de Euskadi, el IV Plan de Apoyo a las Familias, aprobado por el Consejo de Gobierno en junio de 2018, prevé “una prestación económica para la cobertura de las excedencias para el progenitor no gestante, durante un periodo de 12 semanas, en los doce meses posteriores al nacimiento y en un periodo distinto al del permiso de maternidad, con una cuantía equivalente al 100% de la base de cotización, medida que deberá ponerse en marcha en 2019”. Con esta ayuda se pretende conseguir el reconocimiento de un derecho laboral individual, para cada persona progenitora, en igualdad de condiciones y a través de ese derecho se busca un cambio socio cultural hacia un modelo de sociedad corresponsable, igualitaria y, por ende, más democrática.

Esta propuesta, que en el ámbito del empleo público ya se ha planteado tanto en la norma que regulará los permisos y licencias como en la negociación colectiva, es más difícil de promover en el sector privado. Por ello, se pretende que las medidas que se van a abordar entren en vigor en el presente ejercicio y, ya equiparados los permisos de los coprogenitores, la corresponsabilidad se convierta en premisa de norma social.

Con la declaración de urgencia no se pretende eliminar los trámites sino acortarlos de forma que la norma pueda entrar en vigor a lo largo del otoño 2019. 

La elaboración del proyecto de Decreto corresponderá a la Dirección de la Política Familiar y Diversidad, que también gestionará la instrucción del procedimiento oportuno. 
IX.- Trámites ante la Unión Europea.

En relación al programa subvencional sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral objeto del proyectado Decreto, es necesario señalar que no se recibe ayuda alguna de la Unión Europea con este objeto, pues no se contempla la posibilidad de cofinanciación de la misma por parte del Fondo Social Europeo (FSE). 
Asimismo, se indica que la concesión de las diferentes ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral, al amparo del programa subvencional regulado en la norma proyectada, no está sujeta a la obligación de notificación a la Comisión Europea, por no encuadrarse las mismas en el concepto de ayudas de Estado, en el sentido en el que las define el artículo 87.1 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea (TCE).

En vista de lo anterior, no se aprecia la necesidad de realizar ningún trámite ante la Unión Europea.

Por todo lo anteriormente expresado, y en virtud de las facultades atribuidas,

RESUELVO:
PRIMERO: Iniciar el procedimiento para la elaboración del «proyecto de Decreto sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral».

SEGUNDO: Declarar la urgencia del procedimiento para la elaboración del «proyecto de Decreto sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral».

TERCERO: Designar a la Dirección de la Política Familiar y Diversidad como órgano responsable de la elaboración del proyecto de Decreto anteriormente citado, así como de la instrucción y tramitación del procedimiento oportuno.

CUARTO: Hacer pública la presente Orden de iniciación en el espacio colaborativo de conocimiento compartido LEGESAREA –y que se localiza en:  http://elkarlan.jakina/webguneak/legesarea–, de conformidad con lo dispuesto en el apartado primero (punto 1) del Acuerdo de Consejo de Gobierno de fecha 28 de diciembre de 2010, por el que se aprueban las instrucciones de tramitación en el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general.

QUINTO: Efectuar los estudios y consultas y solicitar los informes que se estimen precisos para la elaboración de la norma y para garantizar su acierto, legalidad y la mejor consecución de sus fines.
SEXTO: La tramitación del procedimiento se realizará a través de la Aplicación informática «TRAMITAGUNE», atendiendo a lo dispuesto en los Acuerdos de Consejo de Gobierno de fecha 28 de diciembre de 2010, por el que se aprueban las instrucciones de tramitación en el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, y de fecha 27 de noviembre de 2012, por el que se aprueban las instrucciones para la tramitación electrónica de determinados procedimientos de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Euskadi.
SÉPTIMO: Proceder a la publicación activa de toda la información de relevancia jurídica que se vaya generando en el transcurso del procedimiento, conforme a lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

En Vitoria-Gasteiz, a 11 de abril de 2019
La Consejera de Empleo y Políticas Sociales
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